Expediente:
   19001-23-33-002-2015-00079-00

Accionante:         LUIS CARLOS PRADO ARANGO  

Accionado:          JUZGADO CUARTO DE ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYAN  

Acción:                  TUTELA – PRIMERA INSTANCIA.


TUTELA/ Improcedencia de la acción/ No se cumplen los requisitos exigidos por la Jurisprudencia para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales/ El derecho de amparo no puede constituirse como un mecanismo paralelo o alternativo para resolver los problemas jurídicos que deben ser decididos al interior del proceso ordinario. 
Como previamente fue señalado, mediante el ejercicio de la acción de tutela, el señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO cuestiona una providencia proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, que dispuso declarar la falta de competencia para conocer el proceso con radicación No. 19001333300420140032700, y en consecuencia remitir a los Juzgado Administrativos del Circuito de Quibdó (Chocó).
(…) 
Tal premisa, determina la improcedencia de la tutela para controvertir la providencia tachada de trasgredir los derechos fundamentales del actor, pues el proceso se encuentra en trámite de admisión, y el derecho de amparo no puede constituirse como un mecanismo paralelo o alternativo para resolver los problemas jurídicos que deben ser decididos al interior del proceso ordinario. 
(…) 

Así las cosas, la presente acción constitucional se torna improcedente, en cuanto este derecho de amparo no puede instituirse como un mecanismo para debatir los asuntos jurídicos que son propios del proceso de reparación directa que adelanta el señor LUIS CARLOS  PRADO ARANGO en contra de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION. 
Más aun, cuando la Ley 1437 de 2011, prevé que en aquellos eventos en que un Juzgado o Tribunal declare la falta de competencia y ordene su remisión a otro Despacho Judicial, este último podrá proponer un conflicto de competencia en los términos previstos en el artículo 158…
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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA

Popayán, diecisiete (17) de febrero de dos mil quince (2015)

Magistrado Ponente:   NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

Expediente:

19001233300220150007900
Accionante:         LUIS CARLOS PRADO ARANGO 
Accionado:JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYAN 

Acción:                 TUTELA – PRIMERA INSTANCIA.

Decide el Tribunal la Acción de Tutela presentada por el señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO, en contra del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán.
I.  ANTECEDENTES.

1. La demanda
. 

El señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO, por intermedio de apoderado judicial, interpuso acción de tutela en contra del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, por considerar vulnerados sus  derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, como consecuencia de la providencia de 4 de septiembre de 2014 que dispuso declarar la falta de competencia dentro del proceso con radicación No. 19001333300420140032700, y remitió el asunto a los Juzgado Administrativos del Circuito de Quibdó (Chocó). 

Como consecuencia de lo anterior, solicitó el amparo de sus derechos fundamentales y que se ordene revocar el auto de 4 de septiembre de 2014, y que el Juzgado avoque nuevamente el conocimiento del referido asunto.
1.1 Los hechos.

Como sustento de las pretensiones, presentó los hechos que a continuación se sintetizan:

Expuso que el demandante tiene su domicilio y residencia en el municipio de Santander de Quilichao (Cauca). 

El día 14 de agosto de 2014 el actor presentó demanda reparación directa como consecuencia de la privación injusta a la que fue sometido en los municipios de Piendamó y Popayán, en razón a la orden de captura expedida por la Fiscalía Quinta Promiscua de Quibdó (Chocó). 

El proceso le correspondió al Juzgado Cuarto Administrativo de Popayán, y se radicó bajo el número 19001333300420140032700; el cual mediante auto interlocutorio 1003 de 4 de septiembre de 2014, dispuso remitir el asunto a la Oficina de Reparto de Quibdó (Chocó), por falta de competencia. 

Frente a la anterior providencia, se interpuso recurso de reposición, el cual fue desatado de forma desfavorable por el Juzgado de Conocimiento. 
Consideró que al no existir otro recurso, la presente acción se torna procedente para garantizar la efectividad de sus derechos fundamentales. 
De otra parte, señaló que el Juzgado interpretó de manera errónea el numeral 6 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011, y al remitir el proceso a la ciudad de Quibdó (Chocó) afecta de manera grave y flagrante los derechos fundamentales del demandante, toda vez que somete al actor al desplazamiento a dicho municipio para atender el proceso, lo que resulta extremadamente oneroso, sumado a las dificultades de acceso que representa acudir a dicha región del territorio nacional. 

Aunado a lo anterior, afirmó que la Fiscalía General de la Nación tiene jurisdicción en todo el territorio nacional, y que  cuenta en la ciudad de Popayán con todos los medios para ejercer su derecho de defensa. 
2. Recuento procesal

La acción de tutela fue presentada el día 3 de febrero de 2015
, y mediante auto de 6 de febrero del presente año se dispuso sobre su admisión
. 

La demanda fue notificada en debida forma al despacho judicial accionado
. 
3. Informes de la tutela. 

3.1 Por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán

El Despacho judicial accionado,  mediante escrito de 9  de febrero de 2015 presentó informe de la tutela, en el cual solicitó se despachen desfavorablemente el amparo solicitado, por las siguientes consideraciones: 

El Juzgado indicó que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 156 del CPACA, la competencia en los procesos de reparación directa se determina por el lugar donde se produjeron los hechos, las omisiones u operaciones administrativas, confundiendo el actor el hecho material de la captura con el acto procesal de librar una orden de captura, actividades desplegadas en dos momentos y lugares diferentes. 
En tal sentido, el Juzgado mediante la providencia controvertida en esta acción constitucional, dispuso declarar la falta de competencia y ordenó remitir el asunto a los Juzgados Administrativos del Circuito de Quibdó (Chocó) en razón a que si bien la captura del demandante se dio en el departamento del Cauca, la misma desarrolló como consecuencia de las órdenes impartidas por la Fiscalía Quinta Seccional de Quibdó (Chocó). 
Frente a la anterior providencia, la parte actora interpuso recurso de reposición y en subsidio el de apelación, al considerar que la posición asumida por el Despacho trasgrede el derecho a la igualdad, y la entidad demandada tiene competencia en todo el territorio nacional y funcionarios que la defiendan, situación que no acontece con la parte pasiva de la litis. 
El Juzgado dispuso que la decisión no trasgrede el derecho a la igualdad del actor, y lo que se pretende es respetar las normas procedimentales, además que la acción pertinente contra la decisión de remisión por competencia, es el eventual conflicto que proponga el Juzgado que finalmente conozca del asunto. 

En virtud de lo anterior, señaló que al actor se le ha garantizado el debido proceso, toda vez que las providencias fueron puestas en conocimiento de la parte interesada, además estaban sujetas a los recursos procedentes. 

En razón a lo anterior, solicitó se desestimen las pretensiones de la demanda, toda vez que las decisiones del Juzgado fueron adoptadas conforme a derecho y al trámite establecido, en ejercicio de la autonomía e independencia de los funcionarios judiciales y sin desconocer los derechos fundamentales del actor.  
II. CONSIDERACIONES DEL TRIBUNAL.

1. La competencia. 

El Tribunal es competente para conocer de la presente acción de tutela, según lo establecido por el Decreto Ley 2591 de 1991 en su artículo 37, en PRIMERA INSTANCIA, en concordancia con el Decreto 1382 de 2000 en su artículo 1 numeral 1 inciso primero.

2.Problema Jurídico

En el presente caso, el problema jurídico a resolver se concreta a establecer si la presente acción resulta procedente para cuestionar el auto interlocutorio No. 1003 de 4 de septiembre de 2014, a través del cual el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, dispuso remitir por competencia el asunto con radicación No. 19001333300420140032700 a los Juzgados Administrativos del Circuito de Quibdó (Chocó). 

3. El principio de subsidiariedad como requisito de procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales.

El inciso 3° del artículo 86 de la Constitución Política
 y el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991
, revisten a la acción de tutela de un carácter subsidiario por cuanto solo es procedente cuando no se dispone de otro medio de defensa judicial, a menos que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

En el sentir de la Corte Constitucional, los medios de defensa judiciales deben ser valorados en cuanto a su idoneidad y eficacia, respecto a las circunstancias en que se encuentre el solicitante.

Sobre el carácter subsidiario de la acción de tutela, la Corte Constitucional en sentencia T-103 de 2014 precisó: 

“El carácter subsidiario de la acción de tutela contra providencias judiciales ha sido señalado por la Corte desde sus primeros pronunciamientos en la materia. Así, en la sentencia C-543 de 1992, se sostuvo que “tan sólo resulta procedente instaurar la acción en subsidio o a falta de instrumento constitucional o legal diferente, susceptible de ser alegado ante los jueces, esto es, cuando el afectado no disponga de otro medio judicial para su defensa, a no ser que busque evitar un perjuicio irremediable (…) Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden a la garantía de sus derechos constitucionales fundamentales(…) tratándose de instrumentos dirigidos a la preservación de los derechos, el medio judicial por excelencia es el proceso…” Decisión que, entre otras, fue reiterada en la sentencia SU-622 de 2001 y posteriormente en la sentencia C-590 de 2005, donde se señaló que la acción de tutela es un medio de defensa judicial subsidiario y residual, y que las acciones judiciales ordinarias constituyen supuestos de reconocimiento y respeto de los derechos fundamentales. 

En igual sentido, la Sala Plena en la sentencia SU-026 de 2012, señaló lo siguiente: “Es necesario resaltar que la acción de tutela no es, en principio, el instrumento judicial adecuado para solicitar la protección de los derechos que eventualmente sean lesionados en el trámite de un proceso judicial, pues el ordenamiento jurídico ha diseñado para este efecto la estructura de órganos de la rama judicial, estableciendo un modelo jerárquico cuyo movimiento se activa a partir de la utilización de una serie de mecanismos judiciales que buscan garantizar la corrección de las providencias judiciales”. Por otra parte, en la sentencia SU-424 de 2012 se destacó: “(…)a la acción de tutela no puede admitírsele, bajo ningún motivo, como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos dispuestos en estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten
”.

Hechas las anteriores precisiones es dable establecer que el principio de subsidiariedad de la acción de tutela envuelve tres características importantes que llevan a su improcedencia contra providencias judiciales, a saber: (i) el asunto está en trámite; (ii) no se han agotado los medios de defensa judicial ordinarios y extraordinarios; y (iii) se usa para revivir etapas procesales en donde se dejaron de emplear los recursos previstos en el ordenamiento jurídico.”.
4. Caso concreto.

Como primera medida, previo a resolver el asunto, se hace necesario esclarecer si se cumplen los requisitos atinentes a la procedencia del amparo constitucional contra providencias judiciales. 

4.1 No se cumplen los requisitos exigidos por la Jurisprudencia para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. 
Como previamente fue señalado, mediante el ejercicio de la acción de tutela, el señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO cuestiona una providencia proferida por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, que dispuso declarar la falta de competencia para conocer el proceso con radicación No. 19001333300420140032700, y en consecuencia remitir a los Juzgado Administrativos del Circuito de Quibdó (Chocó). 

Revisado el expediente, se tiene que al Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, le fue repartida la demanda interpuesta por el señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO Y OTROS en contra de la NACION – FISCALIA GENERAL DE LA NACION, Rad. 19001333300420140032700, mediante la cual se pretende la indemnización de los perjuicios causados a la parte demandante como consecuencia de la privación injusta a la que se vio sometido hoy accionante, a raíz de la orden de captura emitida por la Fiscalía Quinta Promiscua Seccional de Quibdó (Chocó)
. 

El Juzgado mediante el Auto Interlocutorio No. 1003 de 4 de septiembre de 2014
, dispuso declarar la falta de competencia, y en consecuencia ordenó remitir el asunto a la Oficina Judicial de Quibdó (Chocó) para que el asunto sea repartido ante los Jueces Administrativos del respectivo circuito. 

El Juzgado en la providencia en cita señaló: 

Acorde con lo anterior, ésta Judicatura considera que los hechos administrativos que dieron origen a la presente demanda fueron ejecutados por la Fiscalía Quinta Seccional de Quibdó, Chocó, en desarrollo del proceso penal identificado con No. 156237, dentro del cual resultara proferida la orden de captura en contra del ahora demandante, así como la respectiva orden de libertad, configurándose entonces los presupuestos que impiden que éste Despacho Judicial asuma la competencia por factor territorial, reiterando que a pesar que la captura y posterior libertad del señor Prado Arango se ejecutaron en el Departamento del Cauca, tales actuaciones se desarrollaron como consecuencia de las órdenes impartidas por el ente acusador en su Seccional de Quibdó, Chocó, destacando que aquellas decisiones fueron las que tuvieron la relevancia y alcance legal para privar de la libertad al señor Prado Arango.
Contra la citada providencia, la parte actora presentó recurso de reposición y en subsidio apelación
, al considerar que el Juzgado incurre en un error en la interpretación del numeral 6 del artículo 156 de la Ley 1437 de 2011. Aunado a lo anterior, manifestó que el Estado debe proteger a la parte débil de la litis, y resultaría gravoso al demandante tener que desplazarse hasta Quibdó (Chocó) para atender el asunto, cuando la Fiscalía General de la Nación tiene jurisdicción en todo el territorio nacional, y dispone de funcionarios para ejercer su defensa, privilegios con los que no cuenta el actor.  

El Despacho hoy accionado mediante providencia de 28 de noviembre de 2014
, señaló que la providencia recurrida no es susceptible de apelación, y dio trámite al recurso de reposición. El Juzgado no repuso el auto No. 1003 de 4 de septiembre de 2014, al considerar que frente a la decisión adoptada lo procedente es un  eventual conflicto de competencia que pueda proponer el Juzgado que finalmente conozca el asunto. De otra parte, señaló que el actor pretende desconocer la normatividad procedimental, bajo la supuesta vulneración del acceso a la administración de justicia, normas que establece que las reglas de competencia deben aplicarse sin distinción o consideración especial. 

Tal y como se observa de los elementos probatorios a los cuales se ha hecho alusión, el proceso de reparación directa del cual hace parte el actor como extremo activo de la litis, no ha iniciado el trámite procesal, toda vez que el negocio fue remitido por competencia por parte del Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán a los Juzgados Administrativos  del Circuito de Quibdó (Chocó), previo a decidir sobre su admisión. 

Tal premisa, determina la improcedencia de la tutela para controvertir la providencia tachada de trasgredir los derechos fundamentales del actor, pues el proceso se encuentra en trámite de admisión, y el derecho de amparo no puede constituirse como un mecanismo paralelo o alternativo para resolver los problemas jurídicos que deben ser decididos al interior del proceso ordinario. 
Sobre el particular en la sentencia T-113 de 2013, la Corte constitucional consignó: 

“En efecto, al estudiar el requisito de subsidiariedad en estos casos se pueden presentar dos escenarios: i) que el proceso haya concluido
; o ii) que el proceso judicial se encuentre en curso
. Lo anterior constituye un factor para diferenciar el papel del juez constitucional en cada caso, de una parte, si se enfrenta a la revisión de la actuación judicial de un proceso concluido deberá asegurarse que la acción de amparo no se está utilizando para revivir oportunidades procesales vencidas, que se agotaron todos los recursos previstos por el proceso judicial para cuestionar las decisiones impugnadas y que no se emplea la acción de amparo como una instancia adicional. De otra parte, si el proceso se encuentra en curso la intervención del juez constitucional está en principio vedada, pues como se sabe la acción de tutela no es un mecanismo alternativo o paralelo pero puede resultar necesaria para evitar un perjuicio irremediable que comprometa la vulneración de derechos fundamentales.”

Así mismo, en la sentencia T-103 de 2014, después de desarrollar el precedente jurisprudencial sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, concluyó: 
“Entonces, la jurisprudencia de este tribunal constitucional ha sido enfática y reiterativa en señalar que la acción de tutela no procede de manera directa cuando el asunto está en trámite, toda vez que se cuenta con la posibilidad de agotar los medios de defensa previstos en el ordenamiento.”
Así las cosas, la presente acción constitucional se torna improcedente, en cuanto este derecho de amparo no puede instituirse como un mecanismo para debatir los asuntos jurídicos que son propios del proceso de reparación directa que adelanta el señor LUIS CARLOS  PRADO ARANGO en contra de la FISCALIA GENERAL DE LA NACION. 
Más aun, cuando la Ley 1437 de 2011, prevé que en aquellos eventos en que un Juzgado o Tribunal declare la falta de competencia y ordene su remisión a otro Despacho Judicial, este último podrá proponer un conflicto de competencia en los términos previstos en el artículo 158, el cual dispone lo siguiente: 

Artículo 158. Conflictos de Competencia. Los conflictos de competencia entre los Tribunales Administrativos y entre estos y los jueces administrativos de diferentes distritos judiciales, serán decididos de oficio o a petición de parte por el Consejo de Estado, conforme al siguiente procedimiento:

Cuando una Sala o sección de un tribunal o un juez administrativo declarare su incompetencia para conocer de un proceso por considerar que corresponde a otro Tribunal o a un juez administrativo de otro distrito judicial, ordenará remitirlo a este, mediante auto contra el cual sólo procede el recurso de reposición. Si el tribunal o juez que recibe el expediente también se declara incompetente, remitirá el proceso al Consejo de Estado para que decida el conflicto.

Recibido el expediente y efectuado el reparto entre las secciones, según la especialidad, el Ponente dispondrá que se dé traslado a las partes por el término común de tres (3) días, para que presenten sus alegatos; vencido el traslado, el conflicto se resolverá en un plazo de diez (10) días, mediante auto que ordenará remitir el expediente al competente. Contra este auto no procede ningún recurso.

Si el conflicto se presenta entre jueces administrativos de un mismo distrito judicial, este será decidido por el Tribunal Administrativo respectivo, de conformidad con el procedimiento establecido en este artículo.

La falta de competencia no afectará la validez de la actuación cumplida hasta la decisión del conflicto.

Bajo esos derroteros, en el evento en que el Juzgado Administrativo del Circuito de Quibdó (Chocó) al cual le sea repartido el asunto en el que el actor hace parte del extremo activo de la litis,considere que no tiene competencia para asumir el conocimiento del negocio, eventualmente podrá proponer un conflicto negativo de competencia, que deberá ser resuelto por el Consejo de Estado en los términos de la norma transcrita. 
Así las cosas, en razón a la subsidiaridad de la acción de tutela, y su procedencia excepcional frente a providencias judiciales, concluye la Sala que la presente acción  se torna improcedente para debatir el problema jurídico suscitado como consecuencia del auto interlocutorio No. 1003 de 4 de septiembre de 2014, proferido por el Juzgado Cuarto Administrativo del Circuito de Popayán, a través del cual declaró la falta de competencia dentro del proceso con Radicación No. 19001333300420140032700,Demandante: LUIS CARLOS PRADO ARANGO, Demandado: NACION – FISCALIA GENERAL DE LA NACION. 
En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DEL CAUCA, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley.

F A L L A

PRIMERO.- DECLARAR IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor LUIS CARLOS PRADO ARANGO en contra del JUZGADO CUARTO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE POPAYAN, por los motivos expuestos en la parte considerativa de esta providencia. 
SEGUNDO.- COPIESE Y NOTIFIQUESE por telegrama, personalmente o por cualquier medio efectivo a los interesados en los términos del Art. 30 Decreto 2591 de 1991.
TERCERO.- REMITASE el expediente a la H. Corte Constitucional para lo de su cargo, si no fuere impugnado.

COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE.

Se hace constar que el proyecto de esta providencia fue considerado y aprobado por la Sala en sesión de la fecha.

Los Magistrados,

NAUN MIRAWAL MUÑOZ MUÑOZ

DAVID FERNANDO RAMIREZ FAJARDO                  CARLOS H. JARAMILLO DELGADO
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�Folios 1 a 4


� Folio 18


� Folio 26 


� Folio 14


� Fólios 27 y 28 


� “Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”.


� “Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no procederá: 1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. 


� Sobre el particular, consultar, entre otras, las Sentencias SU-037 de 2009, T-280 de 2009, T-565 de 2009, T-715 de 2009, T-049 de 2010, T-136 de 2010 y T-524 de 2010.


� Folios 7 a 12


� Folio 13 


� Folios 14 y 15 


� Folio 16 


� Sentencia T-086 de 2007.


� En la sentencia T-211 de 2009, la Sala precisó: “(…) el amparo constitucional no se ha constituido como una instancia adicional para decidir conflictos de rango legal, ni para que los ciudadanos puedan subsanar  las omisiones o los errores cometidos al interior de un proceso. En otras palabras, la Corte ha sostenido que la acción de tutela no es un medio alternativo, ni complementario, ni puede ser estimado como último recurso de litigio.”
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